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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: —Señores Representantes Alfredo Asti, Beatriz Costa, Silvana Charlone, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Lourdes Ontaneda, e Iván Posada. 


INVITADOS: Por OSE: señores Carlos Colacce, Presidente; contador Javier Rebellato, Subgerente 
General Administrativo; doctor Daoiz Uriarte, Secretario General y señora Analista de 
Sistemas Carla Postiglioni, Asesor Técnico de Directorio. 


Por CAMBADU: señores Mario Menéndez, Presidente; Daniel Fernández, Vicepresidente; 
contador Adrián Cabrera, Gerente General y doctor Mario Barreiro, Asesor Jurídico. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida al ingeniero Carlos Colacce, Presidente del Directorio de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado OSE, contador Javier Rebellato, a la analista de sistemas 
Carla Postiglioni, asesora técnica del Directorio, y al doctor Daoiz Uriarte, Secretario General del organismo. 


Les hemos enviado el proyecto que está a consideración de la Comisión y les damos la palabra para que nos 
brinden su opinión al respecto. 


SEÑOR COLACCE.- Vamos a presentar cuál es la situación en OSE con respecto al tema concreto de 
multas y recargos y también aprovecharemos para hablar de la tarifa de agua y saneamiento del 
organismo. 


Voy a ser breve, porque después pasaré la palabra al contador Javier Rebellato y a Carla Postiglioni y, 
eventualmente, hará algunos agregados el Secretario General. Según el Instituto Nacional de Estadística, el 
promedio de ingresos de una familia tipo anda en unos $ 19.000. El consumo de 15 metros cúbicos de agua 
es superado solamente por un 20% o un 30% de la población, o sea que la tarifa por un consumo domiciliario 
normal anda en los $ 200 o $ 240. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Tenemos una mañana llena de asuntos y está a consideración 
proyecto de ley que pretende modificar los recargos por mora. No sé si usted se va a referir a dicha 
iniciativa 0, como dice el título de la presentación que están haciendo, a la "Mejora de gestión y 
actualización tecnológica de OSE". Yo no quiero coartarlo, pero eso lo vemos otro día. Hoy, nuestra 
intención al menos que el Presidente resuelva otra cosa es escuchar su opinión sobre el proyecto de ley 
relativo a eliminar la mora y a atender los recargos cuando la gente no puede pagar. 


Como veo ese título, tengo miedo de que la intención de ustedes sea con mucho derecho, por supuesto 
mostrarnos todas las bondades de los dos años de actuación del Directorio, lo que estamos dispuestos a 
escuchar en cualquier otro momento. Sé que el señor Diputado Posada también tiene que retirarse y en el día 
de hoy quisiéramos tratar lo que está en el orden del día. Esa es mi postura; no sé cuál será la resolución que 
va a tomar el Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido nuestro criterio no indicar a los invitados qué tienen que hacer. En 
general, hemos tratado de que exista una visión más amplia del tema. No sé dónde entiende el señor 
Diputado que están los bordes; de repente, podemos abrir un debate acerca de dónde está el límite del 
impacto de estos temas en la gestión global. De cualquier manera, me parece que podemos apostar a la 
sensatez de las autoridades de OSE y permitirles hacer algo que han hecho todos los demás y que ha 
sido muy ilustrativo para la Comisión. No sé si el señor Diputado opina lo contrario. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Opino lo contrario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, usted tiene derecho a opinar lo que quiera; lo cierto es que 
sistemáticamente se ha reclamado información sobre el funcionamiento de los Entes y algunos han 
aportado algo más que la opinión específica sobre el proyecto de ley. Apostemos a la sensatez de la 
gente; siempre da resultado. 


SEÑOR COLACCE.- No se preocupen por el título; si hay algún tema que no les interese, nos lo dicen 
y hacemos el recorte que soliciten. 


En lo que respecta la tarifa de OSE, es importante tener bien presente que se está en aproximadamente el 
1,3% del ingreso medio, cuando los indicadores internacionales referidos a tarifas de agua y saneamiento 
indican que los valores razonables son de hasta el 5%. Esto nos ubica muy bien internacionalmente en cuanto 
a las tarifas por estos servicios. 


Adicionalmente, se ha incorporado la tarifa social porque, por supuesto, el razonamiento que acabo de hacer 
no sería válido para aquellos hogares donde el ingreso es muy inferior. Entonces, trabajando con el Ministerio 
de Desarrollo Social, se ha incorporado una tarifa social de $ 50 y $ 55 por agua, que en términos 
porcentuales es similar al promedio que mencionábamos. 


La reducción de tarifa que ha habido recientemente en el mes de junio por aplicación de la reforma tributaria 
ha sido de un 3,4% y, sin duda, va a haber alguna reducción adicional en función de futuras derogaciones de 
impuestos que ha anunciado el Ministerio de Economía y Finanzas. 


También quiero mencionar algunas reducciones especiales como, por ejemplo, las exoneraciones a jubilados 
y de la tasa de conexión que se han ido implementando y extendiendo cada seis meses. 


Esto es con respecto a la tarifa en términos generales. Como saben, en la tarifa están incluidas las multas y 
recargos, lo que para el organismo tiene sentido por dos vías. Una es la penalidad que efectivamente debe 
existir para aquel que no paga en fecha y se relaciona con los gastos en que incurre el organismo frente a una 


mora. No solo hay una gestión interna al respecto sino también gastos administrativos y operativos asociados 
al no pago en fecha. 


Ahora vamos a ver cuál es la situación de OSE en relación con los montos. La recaudación que hace el 
organismo por concepto de multas y recargos equivale al 2% del total, que si bien tiene su justificativo 
tampoco es despreciable. Además, implementamos un sistema de convenios para aquellos que han entrado en 
mora y no pueden enfrentar la deuda acumulada, cosa que comentaremos más adelante. 


Por último y asociado a esto, hay un plan de acción de mejora de gestión. No queremos hacerles perder 
tiempo con esto; simplemente vamos a hacer un planteo muy genérico vinculado al asunto que estamos 
tratando. 


En función de ese plan de mejora de la gestión que se está implementando con buen éxito, la mejora de la 
eficiencia, tanto por el lado de la relación de agua facturada sobre agua producida, como en los 
procedimientos internos del organismo, van a implicar una reducción de la tarifa. 


SEÑOR REBELLATO.- Trataré de mostrarles en porcentajes o en cifras datos sobre multas y recargos 
en relación con la modificación propuesta en este proyecto de ley. 


OSE, en caso de incumplimiento de una factura al término del vencimiento, cobra un concepto multa y otro 
concepto recargo. Por concepto multa se está aplicando lo dispuesto por la ley en porcentajes inferiores a los 
establecidos. Se aplica el 5% si la cancelación se realiza dentro de los primeros ocho días y el 10% en el caso 
de se realice más allá de ese plazo. El interés o el recargo por mora que se aplica es del 0,41% mensual; es el 
55% del tope marcado legalmente, que es el 10% de la tasa media publicada por el Banco Central del 
Uruguay. A través de una disposición del Directorio de 2001, OSE rebajó en un 50% esa tasa. O sea que si la 
ley aplica el 0,82%, que podría ser el máximo, aplicamos el 0,41% mensual. Para el caso de los convenios de 
pago por atrasos, la tasa de interés de financiación es todavía menor; es un 90% de la anterior y llega al 
0,37% mensual. 


Esta aplicación de multas y recargos se debe a que en primer lugar hay un costo financiero cuando el usuario 
como para cualquier usuario de un servicio que se presta no paga su servicio en tiempo y forma. Entonces, el 
costo financiero está siendo cubierto de alguna manera por el recargo por mora que se le está aplicando. 
Además, la administración, como toda empresa que tiene que gestionar a un moroso, a un deudor, incurre en 
costos operativos y administrativos derivados de ese incumplimiento. Estamos siempre posicionados en que 
se trata de un servicio que ya se prestó, hubo una prestación por parte del ente y el usuario no cumplió. Por 
eso aparece la otra medida que es el corte del servicio y OSE lo realiza luego de transcurridos tres meses de 
incumplimiento. El objetivo es que esa situación no se dé en el futuro de parte del usuario, porque estamos 
previendo el futuro incumplimiento y deteniendo la generación de deuda. Obviamente, si no se corta el 
servicio y la persona sigue sin cumplir su pago, generará y acumulará más deuda. 


En este esquema queremos ilustrarles qué incidencia tiene este concepto que en una primera instancia y para 
facturaciones importantes puede ser materialmente significativo para la gran mayoría de nuestros clientes 
domésticos o familiares. El 75% de los usuarios domésticos o que tienen asignada la tarifa familiar no llegan 
a consumir quince metros cúbicos de agua sería la factura techo o límite de esta situación, es decir que la 
factura sería de $ 238, la multa de $ 23,80 y el recargo por mora al final de ese primer mes de 
incumplimiento, $ 1. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera que me aclararan porque no entendí. ¿Cuánto se debe pagar por quince 
metros cúbicos de agua? 


SEÑOR REBELLATO.- Debe pagar $ 238. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, el que paga más de $ 238 es porque consume más de quince metros 
cúbicos de agua. 


SEÑOR REBELLATO.- Es correcto. 


SEÑOR GANDINI.- Además, a ese volumen se le suma el IVA. 


SEÑOR REBELLATO.- Se le incorpora el IVA al metro cúbico excedente de esos quince, es decir si 
consume dieciséis, solo se calcula IVA por un metro, no sobre la base de quince metros cúbicos. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En los $ 238 están incluidos la tasa de conexión, etcétera. 
SEÑOR REBELLATO.- Está incluido el cargo fijo y cargo variable. Está todo incluido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero decir que es importante conocer estas cosas. 


En segundo término, ¿qué porcentaje de clientes de OSE abona más básicamente se trata de consumo 
familiar de este volumen, o al revés, cuántos pagan hasta $ 238? 


SEÑOR REBELLATO.- Hasta $ 238 paga el 75%. 
SEÑOR ASTI.- ¿Incluyendo tarifa social? 
SEÑOR REBELLATO.- Sí. 


Otras consideraciones sobre la forma como OSE actúa frente a nuestros clientes tienen que ver con la tarifa 
social, por la cual los beneficiarios del sistema del PANES pagan $ 54 por todo consumo que realizan con el 
tope de los quince metros cúbicos; por encima de ese consumo tienen que pagar lo que corresponde. 


Además hay exoneraciones de multas para buenos pagadores. El usuario que en el año no incurrió en atrasos, 
se lo exonera de la multa. 


También existen exoneraciones para los jubilados que a veces son poco conocidas. En nuestro decreto 
tarifario se establece que el núcleo habitacional compuesto por jubilados que tengan como único ingreso el 
mínimo de prestación que abona el Banco de Previsión Social y hasta diez metros cúbicos, no paga el 
servicio de agua. Además, los jubilados tienen la opción de un ciclo de vencimiento de su factura: la propia a 
la que la vivienda pertenece o la específica para jubilados que siempre se factura al final del último día que el 
Banco de Previsión Social paga prestaciones en el mes. Es decir, además de ser la incidencia muy menor, 
también hay otras consideraciones que atacan a la morosidad. 


SEÑOR ASTI.- En ocasión de que nos visitaran otros entes que prestan servicios públicos también 
hemos consultado lo siguiente. Cuando se habla de la selección del vencimiento referido al ciclo 
comercial, quiere decir que para esos casos se aumenta el ciclo comercial. Está tomado el consumo 
hasta determinada fecha y se prorroga por algunos días la selección del vencimiento de ese ciclo 
comercial. ¿Es efectivamente así? 


SEÑOR REBELLATO.- Sí. 


Respecto a la incidencia que tienen para el ente estas multas y recargos facturados, los datos que estamos 
leyendo corresponden a 2006 y establecen que por concepto de multas OSE facturó $ 47:206.791 y como 
recargo por mora, $ 48:148.000. Si porcentualizamos estos dos conceptos, respecto del total de ingresos que 
tuvo el ente en el año, que fueron $ 4.976:000.000, significan el 1,9%. 


SEÑOR COLACCE.- Complementando esta introducción, que es muy importante para apreciar el 
tema con toda la óptica, quisiéramos hacer una breve reseña de lo que, precisamente, también 


permitirá una reducción de tarifas. Esto es lo que está implementando el organismo. 


SEÑOR REBELATTO.- Quiero agregar un comentario. 


El proyecto tiene dos artículos. Por el artículo 2* se propone la eliminación de la multa, y por eso expusimos 
qué incidencia tiene y su razón de ser. El artículo 3” propone las mismas facilidades de pago que tenemos 
nosotros, es decir, de hasta treinta y seis meses en los convenios de financiación. Lo que se agrega como 
novedad es la posibilidad de descontar de los sueldos los consumos de los organismos públicos. Lo único que 
nos parecía que habría que analizar un poco más es el orden de prioridad que tendrían estos descuentos, en 
función de la Ley_N* 17.829, que establece las zonas de prioridad y hoy tiene dificultades de aplicación en los 
descuentos de los funcionarios. Por lo tanto, incluir la factura de los organismos públicos en este régimen 
podría hasta tener un efecto contrario al deseado, es decir, aumentar la morosidad en vez de disminuirla. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El proyecto de ley fue presentado por algunos legisladores y lo 
hemos tomado como una base. Nuestra intención no es hacer realidad lo que establece ese proyecto de 
ley, porque no compartimos algunos aspectos. Nuestra intención sería eliminar la multa; la mora no, 
porque es dinero que alguien mantiene en su poder cuando tendría que haber pagado la factura. 


Me parece que desde el punto de vista económico esto no es relevante para el organismo; no sé si existirá 
algún otro aspecto en el que OSE preferiría que se mantuviera la multa a que fuera elevada. Por ejemplo, 
otros organismos han hecho otras consideraciones, no tanto económicas lo que significaría eliminar los 
ingresos que perderían, sino de otra índole, por ejemplo, que la existencia de la multa llevaría al cliente a 
tener otra conducta. 


No nos atengamos a la letra, porque el texto dice algo que no refleja nuestra intención. Nuestra intención es 
establecer cero de multa. 


Por lo tanto, quiero saber si esa intención generaría algún inconveniente al organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra para responder, quiero hacer una pregunta formal 
por cuestiones de procedimiento. 


En realidad, lo que propone el señor Diputado González Álvarez es retirar el proyecto. ¿No es así? 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- No, lo voy a cambiar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero el proyecto fue presentado. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ..- Todos los proyectos se presentan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está perfecto, pero estamos trabajando en base a otra propuesta. Eso me 
parece que debe quedar claro. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Esa fue mi pregunta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien. Solo quería que quedara claro en base a qué estamos trabajando. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El proyecto es peor que lo que ya existe. 


SEÑOR URIARTE.- Desde el punto de vista económico no es irrelevante el importe que se recauda por 
multa, ya que implica US$ 2:000.000 al año. En realidad, uno desearía no cobrar multas, y que la gente 
pagara en fecha. El problema es que, en virtud de las tasas tan bajas que se cobran por concepto de 
mora y en un monto de factura tan pequeño es más de un 3% del ingreso medio familiar, para la gente 
sería mucho más fácil no pagar, porque sería una forma de autofinanciarse, con una mora baja, y 
pagar otras cuentas que evidentemente tienen tasas mucho más altas. 


La multa opera como una forma de conminación para que la persona cumpla en fecha. Para nosotros eso es 
muy importante. Como se sabe, uno de los problemas que habitualmente tiene el Estado es que la gente le 
vende caro porque paga en plazos largos; estamos tratando de acortar esos plazos, pero para eso es necesario 
tener siempre el dinero en fecha. 


SEÑORA POSTIGLIONI.- Nos pareció de orden hablar del Programa de Mejora de Gestión de OSE 
que se está llevando adelante, porque el proyecto de ley podría plantear una dicotomía entre no cargar 
a los ciudadanos con multas y recargos y la eficiencia, que podría reducir costos y trasladar la mejoría 
resultante a la totalidad de la ciudadanía y no simplemente a algunos, como podrían ser, si se quiere, 
los malos pagadores. 


Entonces, nos pareció muy de orden contar qué estábamos haciendo en función de la eficiencia operativa y 
administrativa en OSE. 


En OSE se está llevando adelante un Programa de Mejora de Gestión y Actualización Tecnológica, cuyo fin 
es exactamente lo que dice su título, y apunta precisamente a lo que estamos hablando, que es a la eficiencia, 
a la calidad de la gestión y del servicio, a una gestión profesionalizada, en la que tengamos sostenibilidad 
como empresa y donde el recurso agua pueda ser sustentable. Estamos apostando a la tecnología, sin 
olvidarnos en ningún caso que es importante en lo que estamos tratando- de la responsabilidad social que 
tenemos como empresa y como gestionantes del recurso agua. 


Este gran Programa de Mejora de Gestión, con un alcance y una envergadura bastante importantes, está 
compuesto por un montón de proyectos. Uno de ellos apunta al área comercial operativa; otro a reducir el 
agua no contabilizada; otro a la responsabilidad social, de lo que ya hablamos, etcétera. No quiero aburrir a 
los señores Diputados porque en la pantalla que se exhibe se nombran todos los proyectos que componen el 
Programa de Mejora de Gestión. 


En particular, queríamos porque tiene que ver en este caso; no comentaremos todos los proyectos, pero si se 
entiende necesario lo podremos hacer detenernos en tres proyectos que, precisamente, impactan en la 
eficiencia operativa y administrativa de OSE. Uno de ellos es el Proceso Comercial Operativo. Con un 
trabajo de mucho tiempo y mucho peso en su organización, estamos esperando modificar las cosas para dar 
una respuesta rápida y efectiva a los clientes; reducir los tiempos de atención; reducir los tiempos para dar 
una nueva conexión al ciudadano; reducir, por tanto, los costos asociados a todo el proceso; ser sustentables 
como empresa y, precisamente, mejorar el nivel de eficiencia en las acciones sancionatorias para no romper 
nuestro flujo de caja, nuestro ciclo de pago y cobranza. A su vez, pretendemos reducir la cantidad de 
morosos, ya que actualmente existen niveles importantes de morosidad. 


El otro proyecto a destacar es el de reducción de agua no contabilizada. Es de público conocimiento que el 
factor agua facturada sobre agua elevada no es muy bueno en el organismo, y si bien está mejorando debe 
mejorarse aún más. Parece de orden que el producto que vendemos como empresa debemos facturarlo al 
máximo y no perderlo en el camino. Ninguna empresa que pierde altos porcentajes del producto que produce 
puede ser sustentable. Queremos crear una cultura institucional con respecto a eso; el agua no puede ser 
perdida. 


También queremos resaltar otro proyecto que hace a la responsabilidad social. Estamos trabajando muy 
fuertemente para atender aquellos casos de ciudadanos de contexto socioeconómico crítico, a fin de 
brindarles tarifas especiales y mecanismos de reinserción a la cultura de pago y, a su vez, reforzar la cultura 
de cobro del organismo hacia las personas que integran estos estratos. Asimismo, pretendemos desarrollar en 
esos contextos una cultura de preservación del recurso que hoy no existe. 


En definitiva, estamos trabajando en todo el organismo. Hablamos de atacar el área comercial operativa, el 
área financiero contable y de suministros, el área de recursos humanos, etcétera. Las líneas de acción con las 
que vamos a atacar esas áreas son las siguientes. Vamos a hacer rediseños de los procesos, estudiar los 
objetivos estratégicos de cada área; vamos a analizar los principios que orientan el rediseño. Veremos cómo 
habilitar el cambio y vamos a optimizar los procesos. Para cada proceso clave comercial u operativo vamos a 
reducir los tiempos y los costos y mejoraremos el producto final. Finalmente, vamos a identificar todos los 
roles y la estructura que sustenta esa nueva visión del proceso para hacerlo más eficiente y efectivo. 


Vamos a contar con un soporte tecnológico para poder potenciar el rediseño; estamos apostando a la 
tecnología 


Pretendemos salir de este proceso con una institución fortalecida, capacitada, que haya capitalizado esta 
experiencia de cambio para poder continuar haciendo procesos de mejora continua en el futuro, que tenga 


capacidad de gerenciamiento, que esté más descentralizada y más orientada al cliente. 


Como última línea de acción, estamos trabajando en todo lo relativo al cambio cultural y organizacional para 
hacer viable que internamente se adopten nuevas culturas y formas de brindar el servicio, nuevas tecnologías. 
Me refiero a nuevas maneras de realizar la tarea y administrar la empresa para que sea más moderna y 
eficiente. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quiero comentar algo que permanentemente nos plantea la gente, 
que hace a la tarifa comercial. Se dan muchos casos en que una persona, de repente, pegado a su casa, 
en su garaje o en alguna habitación, tiene actividad comercial. Como tiene el mismo medidor de agua, 
se registra un consumo equis en su vivienda, el que puede ser de determinada cantidad de metros 
cúbicos, pero el de su comercio es cero prácticamente; hay muchos pequeños negocios que a veces no 
llegan ni a los quince metros cúbicos. 


No sé si el Directorio va a cambiar esta situación; alguna vez escuché acerca de algunas intenciones, pero no 
sé si se van a concretar. Me refiero a no aplicar la tarifa comercial sino domiciliaria a los pequeños 
comerciantes que tengan un consumo equis, supongamos, de quince metros cúbicos. 


SEÑOR COLACCE.- Ese tema se nos planteó desde un principio y ha sido modificado. Ya hay un 
reglamento que contempla a los pequeños comerciantes si tienen un área determinada en su negocio, 
incorporándolos a la tarifa domiciliaria. El área fijada es de diez metros cuadrados. Esta medida ha 
sido muy bien acogida en toda la República. 


SEÑOR TAJAM.- Quiero referir a un aspecto que se tuvo en consideración en las entrevistas 
anteriores y que aquí no ha sido mencionado. Me refiero a la relación que existe entre la fecha de 
vencimiento de la factura y el atraso en los pagos. Digo esto porque la factura de OSE, en general, es de 
las primeras en llegar y tiene un vencimiento de factura para los primeros tres o cuatro días hábiles de 
cada mes. No sé si han manejado opciones de cambio de la fecha de vencimiento para los clientes, tal 
como lo hizo UTE. 


(Interrupciones.- Diálogos) 
SEÑOR TAJAM.- ¿Ya fue mencionado? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Eso ya fue explicado oportunamente. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Las objeciones que se plantean, precisamente, refieren a los diez 
metros cuadrados porque diez metros cuadrados es un área muy menor; de repente un garaje tiene 
más metros cuadrados. ¿No piensan que se están manejando pocos metros cuadrados? ¿No creen que 
habría que establecer algo más funcional? Digo esto porque diez metros cuadrados es lo que ocupa un 
quiosquito de venta de caramelos. Pero donde el local sea un poquito más grande, queda fuera de la 
norma. Por eso la gente que protesta, generalmente, tiene un local de entre quince y veinte metros 
cuadrados. ¿Esto no va a ser modificado? ¿No han visto ustedes que esto no contempló la aspiración de 
estos pequeños comerciantes? 


Me parece que lo de los diez metros cuadrados pudo haber solucionado algún problema, pero los casos que 
me plantearon refieren a negocios en un garaje o una habitación; a excepción de los baños, creo que no hay 
otra habitación de la casa con menos de diez metros cuadrados. 


SEÑOR COLACCE.- Hoy el límite es de diez metros cuadrados y mañana puede ser de doce; no 
estamos obcecados en que tenga que ser esa cantidad y no pueda modificarse. Lo establecimos así en 
función de un análisis de áreas según el tipo de comercio que nos planteaba la problemática. La verdad 
es que esto ha sido un alivio importante y así nos lo han trasmitido en todos los departamentos. Si 
mañana se establecieran doce metros cuadrados de área, posiblemente el que tenga trece metros 
cuadrados sea el que quiera incorporarse; siempre tiene que fijarse un límite. 


De todas formas, hemos tenido una buena respuesta y aquellos que no entraron en el área específica serán 
ahora los que golpearán la puerta. Veremos cómo sigue esto. 


SEÑOR URIARTE.- En realidad, se discutió mucho dónde se ponía el límite. Pero también es cierto 
que hay algunos comercios chicos a los que su actividad comercial le implica un consumo de agua 
bastante más alto que el de una casa de familia; me refiero a los lavaderos y a las peluquerías. Fue por 
ello que entendimos que diez metros cuadrados fijaba un límite razonable; después, en todo caso, podía 
estudiarse una ampliación que tomara en cuenta las distintas actividades de consumo de los comercios. 


El tema no está cerrado, pero a partir de los diez metros cuadrados comienza a ser un poco más preocupante. 
SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Yo hablaba del límite del consumo y no de los metros. 


SEÑOR REBELLATO.- Quiero agregar un elemento más. En todos los análisis de las tarifas, debemos 
tener presente que la tarifa de OSE tiene subsidios cruzados. Montevideo subsidia al interior y en 
muchos aspectos la tarifa comercial subsidia a la familiar. 


SEÑORA POSTIGLIONI.- Quiero referirme a la selección de la fecha de vencimiento de la factura. 


Actualmente, el proceso está organizado en ciclos: toma de consumo y facturación, lo cual está soportado por 
un sistema informático comercial de 1980 que nos impide hacer modificaciones casi de ningún tipo al 
proceso. Nosotros necesitamos una actualización tecnológica que nos permita realizar cambios. En este 
sentido, el rediseño del proceso comercial y operativo está apuntando a la inexistencia de ciclos como este 
que mencionábamos de toma de consumo y facturación, que está en una relación de causa y efecto directa. 
Por tanto, la adaptabilidad de la aplicación del software comercial es la que nos va a permitir responder a la 
ciudadanía con funcionalidad, entre otras cosas, dando la opción de cambio en la fecha de vencimiento de la 
factura. 


SEÑORA ONTANEDA.- Como me comprenden las generales de la ley, quisiera saber qué hay del 
estudio de la tarifa 9, es decir, de la tarifa diferencial que se cobra para los balnearios. 


SEÑOR REBELLATO.- Precisamente, como recién decía, todas las modificaciones a la estructura 
tarifaria requieren de un análisis. OSE comienza ahora a analizar el ajuste tarifario de enero de 2008 y 
en consecuencia va a tener en cuenta ese elemento pero, reitero, con un equilibrio que se basa en esos 
cruces de subsidios. 


SEÑORA ONTANEDA.- Habría que hacer un estudio especial para el invierno, porque es cuando se 
complica hacer frente a la tarifa alta. En el verano se va llevando, pero en el invierno quedan muchos 
obreros en el balneario y se les hace difícil pagarla. 


SEÑOR COLLACE.- La razón de ser de esa tarifa balnearia que tiene décadas de vigencia es que para 
mantener y operar un sistema de abastecimiento de agua que está dimensionado para atender la 
demanda de un momento pico en el verano, con un consumo cuatro o cinco veces superior al del 
invierno en Montevideo el consumo es superior, pero no en ese porcentaje, se requiere una 
infraestructura y un mantenimiento de la red más oneroso. De todas formas, estamos analizando el 
tema. 


Por otra parte, hay dos tarifas balnearias distintas; no es la misma la de Maldonado que la de Rocha. Es un 
planteo que nos han hecho y estamos estudiándolo para el próximo ajuste. 


Hay varios temas operativos. Es más complejo el mantenimiento de un sistema en esas condiciones. Habrán 
visto que cuando llegan a una casa de balneario que no está habitada en invierno, el agua tiene un gusto 
distinto. Eso obliga a purgas y a desinfecciones permanentes, porque la calidad del agua quieta en las tuberías 
no es buena. Entonces, se requiere la realización de una cierta operativa; inclusive, hay que hacer purgas, 
perdiendo agua, en función del propio mantenimiento de su calidad. Es toda una operativa muy compleja; lo 
mismo sucede con el funcionamiento de las usinas potabilizadoras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Directorio de OSE. 


Solicitamos que nos dejen la presentación a efectos de distribuirla entre los legisladores; agradecemos la 
información que han compartido con nosotros. 


(Se retira de Sala la delegación del Directorio de la Administración de las Obras Sanitarias del Estado) 


SEÑOR ASTL.- En la sesión anterior tuvimos una discusión inclusive ante el Directorio de ANTEL 
sobre un tema que fue tratado en la Comisión de Industria, Energía y Minería en el día de ayer. Ese 
tema tiene que ver con la Comisión de Hacienda porque trata de la aplicación del nuevo sistema 
tributario y la rebaja de aportes patronales, lo que incidió en la tarifa de los servicios públicos, en 
particular en la de ANTEL, rebajando el precio de la llamada de larga distancia nacional. En esa 
oportunidad se vertieron una cantidad de opiniones que constan en la versión taquigráfica. Solicitaría 
que la Comisión de Industria, Energía y Minería nos remitiera la versión taquigráfica de la sesión de 
ayer y el material presentado por ANTEL 


Lamentablemente hoy no se encuentra el señor Diputado Posada, quien con su caballerosidad habitual 
reconoció que había sido un planteo equivocado el realizado y que la rebaja de las tarifas de ANTEL, la 
descentralización y la democratización que ellas implicaban al hacerlas uniformes en todo el territorio 
nacional, había sido muy efectiva. 


Simplemente, quería hacer ese pedido, para que los integrantes de la Comisión puedan enterarse de qué pasó 
ayer, además, también, porque los miembros de la oposición salvo el señor Diputado Posada se retiraron 
antes de que el Directorio de ANTEL terminara la presentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya hemos recibido a los tres Directorios de las empresas vinculadas al 
proyecto, o sea que la próxima semana comenzaríamos a discutirlo. Luego veremos el orden para que 
no haya confusiones. 


Si les parece, ahora recibimos a la delegación de CAMBADU y luego analizaríamos la propuesta del señor 
Diputado Gandini respecto a las exoneraciones tributarias. 


(Ingresa a Sala una delegación del Centro de Almaceneros Minoristas, Baristas, Autoservicistas y Afines del 
Uruguay) 


Es un gusto recibir a la delegación de CAMBADU, integrada por su Presidente, señor Mario 
Menéndez, por su Vicepresidente, señor Daniel Fernández, por el asesor Jurídico, doctor Mario 
Barreto y por el Gerente General, contador Adrián Cabrera. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Me gustaría que nuestro asesor jurídico, el doctor Mario Barreto, se refiriera a 
ese tema desde el punto de vista jurídico, de las leyes y después nosotros hablaríamos de lo que nos 
afecta y nos preocupa. 


SEÑOR BARRETO.- Gracias por haber invitado a CAMBADU. Yo soy su asesor letrado y tengo la 
preocupación de trasmitir a los señores legisladores la inquietud de CAMBADU. 


Todo nace con el Decreto N* 241/007, pero se precipita con el Decreto N* 263/007, que establece un nuevo 
régimen general de aportación patrimonial a la seguridad social. El resultando 1) dice: "[...] que el artículo 90 
de la Ley referida" la N* 18.083 establece la derogación genérica de todas las exoneraciones de aportes 
patronales de contribuciones especiales de seguridad social, con limitadas excepciones, entre las que se 
encuentran 'las Instituciones comprendidas en los artículos 5” y 69 de la Constitución de la República", 
tipificadas como 'culturales o de enseñanza' conforme su especialidad (artículo 448 de la Ley N* 16.226 de 29 
de octubre de 1991)". 


CAMBADU estaría entre las que el artículo 69 de la Constitución de la República denomina instituciones 
culturales. 


Como comentario jurídico a este resultando del Decreto N* 263/007, tenemos que decir que la cita no 
concuerda con el régimen jurídico correspondiente, porque la redacción del artículo 90 de la Ley N” 18.083 
es mucho más compleja y el resultando 1) del decreto la simplifica. ¿Por qué? Porque el artículo 90 no dice 
que se esté efectuando una derogación genérica como dice el Decreto N* 263/007. 


Esto tiene importancia porque el artículo 90 dice: "Deróganse a partir de la vigencia de la presente ley todas 
las exoneraciones y reducciones de alícuotas de aportes patronales de contribuciones especiales de seguridad 
social al Banco de Previsión Social, con excepción de: A) Las que refieren a instituciones comprendidas en 
los artículos 5? y 69 de la Constitución de la República. [..]". 


Siguen los literales B) y C), pero no los comentamos porque no interesan a nuestra situación, ya que estamos 
comprendidos en el literal A). 


El artículo 69 de la Constitución de la República dice: "Las instituciones de enseñanza privada y las 
culturales de la misma naturaleza estarán exoneradas de impuestos nacionales y municipales, como 
subvención por sus servicios". 


Por lo tanto, de acuerdo con el decreto, hay dos clases de exoneraciones, una para la enseñanza y otra para las 
instituciones culturales. Entre las instituciones culturales tenemos a los gremios de los trabajadores y a las 
asociaciones de patrones o empleadores, tal como resulta del artículo 91 de la Ley_N* 14.057. Tenemos que 
relacionar esto con el numeral 20) del artículo 85 de la Constitución de la República, que establece como 
cometido de los señores legisladores interpretar la Constitución, sin perjuicio de la facultad que corresponde 
a la Suprema Corte de Justicia 


Entonces, CAMBADU está tipificada como una institución cultural, o sea que está incluida en el artículo 69 
de la Constitución. Véase que el artículo 69 explica el porqué de esta exoneración. Dice: "como subvención 
por sus servicios". 


Realmente, CAMBADU encaja en esta definición constitucional porque es notorio que a través de la 
actividad gremial e institucional que practica está actuando para el Estado como recaudador de impuestos, de 
tasas, que sus asociados tienen que verter en los organismos correspondientes porque CAMBADU los 
asesora, los controla y trata de que siempre paguen en fecha. Todo eso es un servicio que impulsa la 
institución y que cumple fehacientemente. 


Entonces, creemos que estamos dentro de lo que establece el artículo 69 de la Constitución de la República, 
porque estamos expresamente comprendidos en el artículo 91 de la Ley N* 14.057. 


Ahora bien, el resultando II) del Decreto N* 263/007 se refiere al Decreto N* 241/007 que ya cuestionamos 
por su ilegalidad, interponiendo recursos ante el Poder Ejecutivo y el Banco de Previsión Social, y efectúa 
una cita equívoca del artículo 448 de la Ley N* 16.226. ¿Por qué? Porque el artículo 448 no deroga las 
exoneraciones impositivas anteriores como se deduce del resultando II), sino que agrega una aclaración a la 
lista bastante abundante de instituciones comprendidas en el artículo 69 de la Constitución. 


Reitero que el artículo 448 no deroga nada sino que aclara: "No se considerarán comprendidos en la 
exoneración los impuestos que gravan los servicios, negocios jurídicos o bienes que no estén directamente 
relacionados con la prestación de las actividades culturales o docentes". 


Es decir que de ninguna manera se puede argumentar, como establece el decreto, que la exoneración 
tributaria establecida en el artículo 69 y concretada en el artículo 91 de la Ley N* 14.057 para los gremios, 
tanto patronales como de trabajadores, se deroga por el artículo 448 de la Ley N” 16.226. Dicho artículo 448 
lo único que hace es limitar la exoneración, estableciendo que no están comprendidos aquellos negocios o 
bienes que no estén directamente relacionados con las prestaciones o con las actividades culturales y 
generales que realiza la institución. 


Este es un detalle importante, porque no hay ninguna disposición en el decreto que fundamente la derogación 
de las exoneraciones que tienen instituciones gremiales, tanto sean de trabajadores como de empleadores. 


En segundo término quiero destacar que del decreto del Poder Ejecutivo se deduce que lo que estaría 
derogando el artículo 448 de la Ley_N* 14.057 serían exoneraciones específicas que tienen distintas 


instituciones. La técnica jurídica enseña, de acuerdo con el título preliminar del Código Civil, en cuanto a 
cómo se debe interpretar las normas jurídicas, que nunca hay derogaciones específicas a través de 
derogaciones genéricas. ¿Por qué? Cuando el legislador establece una exoneración específica para tal 
institución o agremiación, para que se entienda desde el punto de vista jurídico que esa derogación es válida, 
está tendrá que ser específica de la norma que instituye esa exoneración. Además, en lo que respecta a seguir 
los lineamientos del Código Civil en la interpretación de las normas jurídicas, en una reciente entrevista que 
se le hiciera al doctor Daniel Gutiérrez, Ministro de la Suprema Corte de Justicia, a propósito de los 
problemas que tiene el Poder Judicial en su ámbito con el tema de las exoneraciones, estableció un principio 
que es muy claro y es el que sigue la doctrina mejor calificada en nuestro país: no puede haber derogaciones 
genéricas cuando se trata de eliminar exoneraciones específicas, que es lo que se deduce que quisiera decir 
este decreto del Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, CAMBADU entiende que sigue vigente el artículo 91 de la Ley _N* 14.057, que establece la 
exoneración de la institución como agremiación patronal y, en consecuencia, también siguen vigentes las 
exoneraciones respecto a los trabajadores. Eso es lo que hemos argumentado cuando recurrimos el Decreto 
N* 241 de este año y creemos que en definitiva va a ser así, por lo que estamos compartiendo la inquietud de 
los legisladores; son varios los que presentaron este proyecto de ley, lo que está dentro de las facultades 
establecidas en el artículo 85 de la Constitución. Este artículo expresa que los legisladores también tienen la 
facultad de interpretar las leyes; lo están haciendo y esta iniciativa va en el sentido que nosotros estamos 
propugnando. Por lo tanto, estamos de acuerdo con el proyecto de ley que está a consideración de los señores 
Diputados. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Voy a hablar acerca de nuestra tarea diaria, de la vida de nuestra institución. 
Como decía, de leyes entendemos poco; entendemos de lo que hacemos, de lo que CAMBADU hace. Se 
trata de una institución que tiene tres mil trescientos socios y sus veintiún directivos son honorarios, no 
hay ni siquiera viáticos; todo lo hacemos de corazón y está dirigido a la gente que no tiene la 
posibilidad de salir de su comercio. Recién se habló del artículo 69, de la subvención por los servicios. 
CAMBADU presta muchos servicios, pero hay uno que es muy importante para la comunidad, para el 
Estado, para los uruguayos todos. Trabajamos para todos los uruguayos porque este país es de todos; 
no del que manda hoy, del que mandó ayer ni del que va a mandar mañana; es de todos nosotros, desde 
el más encumbrado hasta el pobre que tiene que salir por la noche con el carrito a juntar basura para 
comer al otro día con su familia. 


Uno de los servicios más importantes que prestamos es que llevamos la contabilidad de muchos de nuestros 
tres mil trescientos socios, más ahora porque esta reforma tributaria es muy enmarañada, muy compleja y 
hemos tenido que tomar a otros seis contadores. Es más: todos los profesionales están en planilla; y a partir 
de la ley de tercerización, también los funcionarios del servicio de limpieza, de vigilancia en el parque 
recreativo, porque hay que cumplir la ley. Todavía no he encontrado a nadie que me dijera qué tengo que 
hacer respecto a la ley de tercerizaciones para estar tranquilo. Entonces, como queremos estar tranquilos, 
como CAMBADU es una institución seria, hemos puesto a todo el personal en planilla; no tenemos ningún 
tercerizado. 


Pero volviendo al tema, a través de un sistema de visitadores, vamos a la casa del socio, le retiramos la 
documentación de ese mes, se la procesamos, se la llevamos nuevamente y después lo llamamos por teléfono 
para decirle cuánto tiene que pagar al Banco de Previsión Social, cuánto a la Dirección General Impositiva o, 
por ejemplo, le advertimos que se le venció la segunda cuota de la patente del auto, etcétera. Después de que 
se le avisa, va otro visitador, retira el dinero o el cheque que el socio nos entrega, se le deja un recibo y luego 
CAMBADU con un cheque de la institución para que el Estado no tenga problemas por si alguno rebota paga 
a la Dirección General Impositiva más o menos pueden calcular cuánto recauda nuestra institución, al Banco 
de Previsión Social y a todos los organismos con los que tenga obligaciones el socio. 


Esta institución brinda un servicio a la comunidad, fundamentalmente al socio porque a veces no tiene a 
quien dejar en su bolichito, o quizás no tenga vehículo para dirigirse a CAMBADU a pagar; entonces, lo 
vamos a buscar. ¿Saben por qué? Si CAMBADU no existiera y esto nos hace muy felices, tengan la 
seguridad de que habría entre mil quinientos y dos mil ilegales más en este país, no porque no quieran pagar 
sino porque, desgraciadamente, no pueden la ley así lo permite capitalizar cuatrimestralmente los intereses 
que cobra el Banco de Previsión Social y la Dirección General Impositiva, en un país en el cual, por suerte, 
hace años que tenemos inflación de un dígito. El que no paga un mes, hablando en términos ciclísticos, no 


agarra más el pelotón. El que no tuvo $ 3 o no tuvo tiempo para ir a pagar este mes, el siguiente no va a tener 
$9. 


Ese es el motivo que nos trajo acá. También podemos hablar del aspecto cultural. No sé si lo saben, pero 
oportunamente suscribimos un convenio con el BID; durante siete años desarrollamos un programa de 
fortalecimiento del comercio minorista y el Banco Interamericano de Desarrollo, entre cientos de programas 
de toda América y El Caribe, nos otorgó el premio a la excelencia en desarrollo empresarial. Pasaron más de 
5.500 personas por nuestras aulas y a partir de diciembre del 2004, fecha en que el programa terminó, quedó 
la capacidad instalada; tenemos una unidad de desarrollo empresarial que constantemente no sé si ustedes 
reciben el "Comunicambadu", siempre lo mandamos capacita, brinda asistencia técnica, crea grupos de 
compra para que la gente pueda comprar mejor, fundamentalmente los pequeños comerciantes que tienen 
poca capacidad de compra. 


Todo eso es lo que hacemos. Entonces, si esta situación no se revierte, a CAMBADU, que tiene 88 
empleados, esto le va a costar más de US$ 50.000 anuales. Es mucho dinero para que pague una institución 
que es de los socios, que es por y para los socios. Eso es lo que nos mueve a decir qué es lo que hacemos y 
cómo lo hacemos. Quedamos a las órdenes para evacuar todas las consultas que nos quieran formular. 


SEÑOR ASTI.- Algunas de las preguntas que quería hacer ya fueron contestadas: tienen tres mil 
trescientos socios y cuentan con 88 personas rentadas en la gremial. Para poder formarme una idea 
más acabada, quisiera saber qué cantidad de personal ocupado tienen estos tres mil trescientos socios. 
Además, quiero saber si los 88 funcionarios están distribuidos por áreas de trabajo, para conocer 
realmente cuán lejos o cerca está CAMBADU de ser una institución cultural, conforme a lo que 
consagra la Constitución. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- En cuanto a la gente que los socios tienen trabajando, no puedo contestar en 
este momento; tampoco puedo agarrar la guitarra y ponerme a payar porque no es nuestro estilo. A 
nuestra institución la integran desde los comercios más chicos hasta autoservicios que han adquirido 
cierto volumen; incluso, hay hasta algún supermercado. Creo que podríamos hablar, promedialmente, 
de tres personas por socio, lo que implicaría unas 10.000 en total. Es lo que se me ocurre pensar ahora, 
habida cuenta del tamaño de los comercios socios de CAMBADU, que son los dueños de la institución. 


En cuanto a la capacitación del personal, tenemos una unidad de desarrollo empresarial, en la que hay cinco 
personas para las más variadas materias que se imparten, empezando por la administración del negocio que, 
aunque parezca algo tan simple, hay que enseñarlo, porque no hay que olvidar que nosotros fuimos 
comerciantes más por necesidad que por vocación; nadie dijo que quería serlo cuando fuera grande. Uno 
programa la vida, pero ella viene como quiere y hay que acomodar el cuerpo; y en esa acomodada del cuerpo 
muchos llegamos a estar atrás de un mostrador. 


Si el señor Diputado quiere, puedo mandar los datos de la conformación del personal o una copia de la 
planilla de trabajo, para que la Comisión conozca fehacientemente en qué áreas se mueve cada funcionario de 
la institución. 


SEÑOR ASTI.- Agradezco la respuesta del señor Menéndez. Entonces, podemos hablar de 
aproximadamente 10.000 personas. 


Recordemos que este sector ha tenido una rebaja importante de sus aportes patronales, pasó del 12,5% al 
7,5%, por esas 10.000 personas que ocupan los agremiados de CAMBADU); también han tenido una rebaja 
del Impuesto a la Renta, del 30% al 25%. 


A su vez, deberíamos agregar la rebaja de los impuestos al consumo, que los afecta directamente por cuanto, 
como seguramente la habrán trasladado a los precios, acerca mucho más al consumidor al comercio formal 
que antes facturaba IVA y COFIS y ahora solo IVA. 


Por lo tanto, quizás están en una situación de poder solventar el aumento del costo que podría tener su 
gremial. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que nuestros visitantes conocen y leyeron el proyecto que hemos presentado 
varios legisladores. 


El propósito de este proyecto es simplemente volver las cosas a su estado natural y original, interpretando 
que cuando el Parlamento votó la derogación de las exoneraciones de los aportes patronales se refería a las 
que fueron fundamentadas por el Poder Ejecutivo, por ejemplo, la que gozaban el sector industrial 
manufacturero, el transporte de cargas y tantos otros sectores de la actividad económica. Pero como la 
formulación del propio artículo 90 refiere a la excepción del artículo 69 de la Constitución, creo que todos 
interpretamos que eso no se modificaba. Sin embargo, un decreto, que se dictó ocho meses después que la ley 
estuvo aprobada y un día después que entró en vigencia, cambió las reglas de juego sobre la marcha, cuando 
las instituciones no pudieron modificar nada, pues cuando se enteraron, ya estaban pagando, sin saberlo. 


Entonces, el proyecto tiene carácter interpretativo, y la interpretación es, en parte, la que hacen nuestros 
invitados desde su enfoque como institución. Nosotros la hacemos más genérica. Se trata de cientos de 
instituciones, deportivas, sociales, sin fines de lucro, Organizaciones No Gubernamentales, sindicatos y 
agremiaciones que hacen lo que debería hacer el Estado. En una sociedad que insiste en que la democracia 
tiene que ser participativa, debe estimularse que esas organizaciones puedan seguir participando y existiendo. 


Nosotros entendemos creo que todos deberíamos hacerlo que es mucho más conveniente desde el punto de 
vista filosófico, y además mucho más barato para el Estado, que la sociedad civil siga asumiendo 
determinadas tareas. Un club de baby fútbol con un canchero, un sereno y un profesor de educación física 
saca mucho más chiquilines de la calle, con mucho menos plata y con cero costo para el Estado, que los 
programas que después tiene que desarrollar este para atender situaciones sociales nada deseables, por poner 
un ejemplo. Por lo tanto, vamos a insistir con ese proyecto. 


Con respecto a algunas manifestaciones que se han hecho, creo que no podemos decir al menos no nosotros 
que esto se arregla aumentando la cuota a los socios de CAMBADU, que sería lo mismo que decir que como 
pagan menos por un lado, que paguen más por el otro. Si entramos en ese debate, creo que si bien los socios 
de CAMBADU pagan menos por aportes patronales, pagan más porque tienen mayores costos en otros 
rubros, en virtud de la entrada en vigencia de la reforma tributaria; además, perdieron determinado tipo de 
clientes y sus impuestos en algunos casos no sirven para descontar rentas de otros. Conocemos un sinnúmero 
de dificultades que se han generado. 


En todo caso, acá no estamos discutiendo eso, sino si queremos promover instituciones intermedias de la 
sociedad y pagar por ello, como establece la Constitución de la República, que dice que esto se hace como 
contraprestación por su servicio público. Insistimos: todas estas instituciones cumplen un servicio público. 


No solo no estamos de acuerdo con esto sino que creemos que es muy injusto tratar de manera diferente a 
instituciones iguales porque contraten o no con el Estado. Nos parece que este tratamiento uno a uno y caso a 
caso que el decreto del Poder Ejecutivo ha dejado abierto para algunas instituciones que no aportaban y ahora 
deben discutir con el BPS si lo hacen, es injusto, porque la variable y la diferencia piensa más en los intereses 
del Estado que en los de la sociedad, pues va a determinar solo la exoneración de aquellas instituciones que 
contraten con el Estado; y eso porque al Estado le conviene. En efecto, si cobra aporte patronal a las 
instituciones que contraten con el Estado, este tendrá que pagarles más para que puedan abonar los aportes 
patronales. Es el caso de todas las ONG que contratan con el MIDES y con el INAU, que pagan a sus 
empleados con lo que estos organismos les pagan. Si se aumenta el costo laboral, ese incremento lo tendrán 
que pagar el MIDES y el INAU. Entonces, como al Estado le conviene, las excepciona, y ese no es el 
criterio. El criterio es el que establece la Constitución de la República: exoneración de aportes, de impuestos, 
nacionales y departamentales, como contraprestación por su servicio social. 


Por último, quiero decir que esto me preocupa mucho, porque esta interpretación abre un campo aún mayor 
de complejidad, ya que lo que consagra el artículo 69 de la Constitución no es la exoneración de aportes 
patronales sino de impuestos nacionales y departamentales. Mañana podrá interpretar lo mismo la 
Intendencia Municipal de Montevideo y cobrar Contribución Inmobiliaria por una canchita de fútbol 
propiedad de un club de barrio o por un local que hoy está exonerado. Lo mismo podrá interpretar la DGI y 
cobrar otros impuestos respecto a los cuales hoy las instituciones están exoneradas. Creo que se abre un 
campo de incertidumbre no solo en materia laboral y que esto crea un antecedente complicado para las 
instituciones que hacen un buen aporte social. 


Simplemente quería que los invitados escucharan el fundamento de este proyecto de ley, que abarca no solo a 
instituciones gremiales y asociativas, como CAMBADU, sino también a todas aquellas que fueron 
consideradas de manera especial por la legislación vigente, que desde 1934 fue interpretando el artículo 69 de 
la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es de estilo debatir delante de los invitados pero, de cualquier manera, 
quisiera trasmitir alguna información y hacerles algunas preguntas. 


Las exoneraciones patronales a la seguridad social que es de lo que estamos hablando, además de contribuir a 
un sistema que es solidario, en el 2006 según un informe que pedimos al Banco de Previsión Social, que lo 
pensábamos colectivizar a continuación, costaron al Estado US$ 216:000.000. Digo esto porque a veces 
parece que cuando uno exonera algo, eso no implica un costo. En realidad, tiene un costo que pagan otros. 
Todas las exoneraciones que estaban vigentes y que en nuestra opinión respetando las opiniones jurídicas 
fueron derogadas por el artículo 90, salvo las que están expresamente mencionadas, constituyen US$ 
216:000.000 menos de ingresos para el BPS, que tiene que hacerse cargo del conjunto de la seguridad social, 
no solo de las jubilaciones y las pensiones sino de todas las prestaciones que brinda el Banco. 


Acá se mencionó que hay en juego algunos aspectos de la reforma tributaria, como la reducción del IVA, la 
eliminación del COFIS o la reducción de aportes patronales que ha tenido el sector del comercio; se dijo que 
hay otros aspectos, que no sé cuáles son, pero sin duda debe haberlos. Pero estos son elementos concretos 
que se implementaron en la reforma tributaria. 


Creo que todos coincidimos en que es bueno que se transparente este tema frente a la sociedad. Yo quiero una 
sociedad organizada, que controle la gestión del Estado; pretendo que la sociedad civil sea fuerte, a los 
efectos de que el Estado no la avasalle y que, por tanto, pueda ejercer los controles necesarios sobre aquellos 
que hoy ocasionalmente como usted decía tenemos determinadas responsabilidades, que quizás mañana no 
las tengamos. Ahora bien, parte del proceso de transparentar esto implica saber qué obtiene la sociedad a 
cambio cuando se renuncia a estos US$ 216:000.000. A mí me queda claro que en el caso de CAMBADU, 
sus socios obtienen imagino algo a cambio de un aporte. Es por ello que me gustaría saber cuál es el aporte 
que hacen los socios de CAMBADU, si no tienen inconveniente en comunicarlo. Lo digo porque ustedes son 
una organización gremial y pueden o no contestar esto. 


Además de los socios de CAMBADU comprendo que realizan una labor importante, que es atender y ayudar 
a pequeños comerciantes a desarrollar su labor y a enfrentar sus compromisos con el Estado, me gustaría 
saber qué pasa con el resto de la sociedad, y voy a explicar por qué lo planteo. Fui Edil departamental en 
períodos anteriores y a partir de 1990 nos encontramos con que había una enorme cantidad de instituciones, 
por ejemplo en el área deportiva, que hacían uso de terrenos municipales que son de todos los ciudadanos; en 
este caso de Montevideo y sus instalaciones, de repente, estaban destinadas para el uso de diez personas. En 
ese caso, la sociedad hacía el esfuerzo de renunciar al cobro de ingresos que luego se utilizarían para la 
vialidad, el alumbrado, etcétera algo que todos exigimos que esté en condiciones. Estas instituciones, que 
estaban exoneradas de tributos municipales, hacían uso de predios municipales algunos muy privilegiados 
desde el punto de vista de su ubicación sin otorgar ninguna clase de beneficio a la comunidad. Sin embargo, 
otras instituciones mucho más modestas que las anteriores, de repente brindaban sus instalaciones para el uso 
del liceo o del colegio de la zona que carecía de instalaciones deportivas. No sé si hay alguna escuela en el 
Uruguay que tenga un gimnasio; creo que algunos liceos lo tienen. Algunos clubes más modestos, de la 
periferia de la ciudad también los privados brindaban sus instalaciones para el uso de los niños o liceales de 
la zona. Me parece que esto es bueno porque cuando todos renunciamos a algo en este caso hablamos de US$ 
216:000.000; no son dos pesos, está muy bien que el resto de los ciudadanos que no integramos esa 
organización sepamos en qué nos beneficiamos con exoneraciones de tipo genérico, que a veces no permiten 
distinguir y tratan por igual a los diferentes. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Ese estudio de los US$ 216:000.000 que tiene el señor Presidente... 
SEÑOR PRESIDENTE.- No es un estudio; son cifras nada más. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Sobre las exoneraciones no sé si lo tiene discriminado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Diputado. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me refiero a si sabe cuánto pertenece a la industria, a las 
instituciones culturales, etcétera. Sería importante tener ese dato. Sé que más de US$ 200:000.000 de 
exoneraciones es una cifra que hace pensar; pero habría que tener una discriminación. De repente, 
usted que tiene más acceso al Banco de Previsión Social que la oposición, puede conseguir la 
documentación discriminada por instituciones culturales, deportivas, patronales, asociaciones de 
empleados, de partidos políticos y la industria. 


Por otra parte, me gustaría saber cuál fue el costo que tuvo el volver a mantener exonerados a los taxímetros, 
algo que la Cámara votó en la madrugada del día en que se trató la Rendición de Cuentas. Desearía conocer 
cuánto le cuesta al Estado haber exonerado a los taxis. De repente a través de la Comisión de Hacienda 
podemos conseguir esta información, que va a ser importante para nosotros y para nuestros visitantes, por lo 
que podríamos hacerla pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos pedir información sobre todas las exoneraciones al transporte de 
manera discriminada. Eso daría una idea global. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Por supuesto. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Estaba un poco al tanto de estos US$ 216:000.000. Pero creo que posiblemente 
sigamos con viejas usanzas y que esta cifra debió haber sido más elaborada, sabiendo quién era quién y 
qué hacía, porque fueron todos a la bolsa; metieron a todos en la bolsa, pues dijeron: "Hay apuro; 
vamos a sacar, vamos a sacar". Y eso no se puede hacer; como reclamaron las ONG, se empezó a 
analizar una por una. Y no las va a mirar el legislador sino un Directorio, como el del Banco de 
Previsión Social, que tiene libertad de acción, al menos hasta el 31 de diciembre, porque parece que 
después no la va a tener tanto. Los empresarios tenemos un representante que queremos que siga con 
las potestades actuales, que no las conozco; ese será un tema para el futuro. 


En un país en el que nos conocemos todos, creo que esto no es tan difícil. Todos podemos saber que alguien 
que quiso instalar una cantina, puso un club social y deportivo en la puerta y trabajó. Me da tristeza que a 
instituciones serias como CAMBADU las metan en la misma bolsa o que me tiren una cifra y digan como 
que nosotros no hacemos. Me gustaría saber si hay otra institución con la envergadura de CAMBADU que 
haga lo que nosotros hacemos; si la hay, que se me diga. Estas exoneraciones, quizás, están permitiendo que 
mil quinientos o dos mil empresarios, comerciantes o bolicheros más estén en la legalidad; y eso no lo 
cuantifican, al menos cuando se les ocurrió la idea de fijarse cuánto se estaba perdonando o cuánto estaba 
regalando el Estado. Eso para mí no es de recibo, en un país donde nos conocemos todos. Que se pongan los 
números sobre la mesa y que cada uno diga quién es. No pueden meter a todo el mundo en la misma bolsa, 
porque no pueden tratar igual a quienes son distintos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar al señor Presidente de CAMBADU que la cifra es un dato 
objetivo. No es una cifra inventada. Comparto con usted que no hay que meter a todo el mundo en la 
misma bolsa, pero para no hacerlo hay que saber quién es quién. Ese es el proceso de análisis que se ha 
iniciado para conocer el conjunto de la problemática planteada con relación a las exoneraciones. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero hacer una reflexión con respecto a sus propias palabras. 


Todos compartimos que así como en el movimiento cooperativo aparecen sociedades anónimas que se 
disfrazan de cooperativas para esquivar aportes a la sociedad, también aparecen negocios que se disfrazan de 
ONG, de clubes deportivos o de instituciones sociales para evadir aportes. Pero para controlar eso no se 
necesita ninguna ley, sino que el BPS inspeccione y que el Ministerio de Educación y Cultura, en lugar de dar 
la exoneración cuando se presentan con una carta, se fije a quién se la da. Yo he ido a comer a una parrillada 
que afuera dice "Club de Pesca", queda bien lejos de la playa y nunca vi un pejerrey colgado. Se puso un 
cartel de club pero hay una parrillada. Pero si va cualquier inspector del BPS se da cuenta de que no es un 
club de pesca. Y para eso no se requiere una ley, y mucho menos una ley que le saca a todos para después ver 
a quién le da, y menos aún cuando enfrenta a una parte muy débil, a una pequeña institución constituida por 


gente honoraria, con la Administración o el Inspector. Me parece que este no es el camino, y mucho menos 
cuando esta oportunidad se da solo a las ONG que contratan con el Estado, pero no a las otras. 


Por otra parte, comparto la reflexión que hizo el señor Presidente con relación a que todo tiene un costo, aun 
las exoneraciones. De todos modos, nunca supimos de esos US$ 216:000.000; no sabíamos que ingresaron al 
Estado por esa vía US$ 216:000.000. Pero en todo caso no vienen de las ONG, sino del sector industrial que 
estaba exonerado y que es el gran generador de ese volumen. También vienen del sector del transporte de 
carga y de pasajeros que estaba exonerado, aunque se mantiene exonerado el transporte colectivo urbano de 
pasajeros. Tampoco digamos eso sin aclarar esto, porque puede parecer que las ONG eran las que se 
beneficiaban. Yo sé que usted lo dijo, pero por las dudas lo repito. 


Además, esa es una política que siempre hemos tenido y que mantenemos. Acabamos de recibir al Directorio 
de OSE, que nos dijo que tiene una tarifa social de $ 50. Esa es una decisión con el mismo contenido. Todos 
pagamos el agua a esos vecinos que pagan $ 50, que son los que no están colgados, porque a los que están 
colgados también se la pagamos. Reitero que todos pagamos el agua a los que solo pagan $ 50. Ahora, con la 
reforma tributaria, a los que gastan menos de quince metros cúbicos no se les pone el IVA; por lo tanto, todos 
los que gastan más de quince metros cúbicos, que pagan IVA, de alguna manera están pagando la 
exoneración a aquellos que gastan menos. Todo el sistema tributario está hecho así: para tratar diferente a los 
que son distintos y por lo tanto hacer equilibrado el sistema. Entonces, no podemos tratar a una institución 
que tiene fines de lucro, ganancias, plusvalías díganlo en el término que quieran igual que a un club deportivo 
de barrio que lo que hace es sacar chiquilines de la calle. Si esta reforma tributaria apunta a sacar a los que 
tienen más, no creo que tengamos que ir a buscar plata a un comedor de barrio, o a una ONG que brinda 
horas y horas voluntarias, a través de padres, vecinos y demás, para cobrarle aporte patronal por uno o dos 
empleados. Creo que eso no fue lo que quisimos hacer, y dentro de eso se inscribe lo que hemos estado 
hablando con esta institución, que es diferente a otras pero que se ve afectada de igual manera. 


Quería dejar esa constancia porque es un debate que vamos a tener, pero en la medida en que se han hecho 
reflexiones yo también quería dejar las mías. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que estos que pagan la tarifa social de $ 50 durante décadas 
no pagaron nada, porque estaban conectados gratis. 


(Diálogos) 


SEÑOR ASTI.- Creo que la exhortación del señor Presidente a no discutir no ha tenido mucho éxito; 
por lo tanto, me siento liberado de esa carga que nos habíamos autoimpuesto. 


Recién, quien me precedía en el uso de la palabra, dijo que no sabía cuál era el monto del que estaban 
exonerados y que aparentemente habían encontrado US$ 216:000.000 más para agregar a la recaudación de 
este nuevo sistema tributario. Quedó absolutamente claro que las modificaciones al régimen de seguridad 
social estaba equilibrado entre lo que se bajaba a las empresas públicas no financieras y al sector comercio y 
servicios, con lo que se aumentaba a quienes estaban exonerados, ya sea la industria, el agro, etcétera. 
Primera aclaración: no busquen US$ 216:000.000 más, porque no están. Estaban calculados en el equilibrio 
que se buscaban. 


Me voy a referir a las interpretaciones jurídicas, que también tienen que ver con esto. Los legisladores 
anteriores me incluyo aunque recién hoy estamos cumpliendo dos años y medio como tales, la mitad de este 
período hemos sido bastante desprolijos con las exoneraciones determinadas por los artículos 5” y 69 de la 
Constitución de la República. Para algunas, de acuerdo con el artículo 85 de la Constitución, hemos 
interpretado que son instituciones culturales y religiosas. Pero en otros casos directamente hemos incluido en 
las exoneraciones este es el caso del artículo 91 de la Ley_N* 14.057 a determinada actividad. En definitiva, 
hemos exonerado con la iniciativa necesaria del Poder Ejecutivo. Me estoy refiriendo para que el doctor y el 
contador entiendan al Título IM del Texto Ordenado, en cuyo artículo 1” del Capítulo I se incluye una 
cantidad de exoneraciones de este tipo. Algunas tienen carácter interpretativo de la Constitución, en uso de la 
facultad que otorga el artículo 85, y otras no. En algunos casos se incluyen nuevas exoneraciones en ese 
artículo y no se lo hace interpretando la Constitución, sobre la base de iniciativas del Poder Ejecutivo de 
turno, que por esa vía intentó hacer política tributaria de determinada forma. Pero terminaba haciendo 


política fiscal, porque después los déficit fiscales que tuvimos durante los últimos veinte años se enjugaban 
de esa forma. 


Hemos escuchado con atención todas las expresiones de CAMBADU. No es la primera vez que lo hacemos, 
inclusive no es la primera vez que lo escuchamos hablar sobre el nuevo sistema tributario. Nos queda 
pendiente una discusión interna de todo este tema, con la responsabilidad que nos da el artículo 85 de la 
Constitución y con la responsabilidad que nos da el haber votado el artículo 90. Si hay algún legislador que 
votó sin saber exactamente lo que estaba haciendo, quedará bajo su responsabilidad. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Creo que el señor Diputado se confundió y me dijo contador; yo soy bolichero. 


SEÑOR ASTL.- No; me referí a que el doctor y el contador deben entender la diferencia que hay en el 
Título MI del Texto Ordenado. 


SEÑOR CABRERA.- Muchas gracias por recibirnos. 


Quiero hacer algunos comentarios adicionales para aclarar algunas cosas. 


Con respecto al impacto que tienen los US$ 216:000.000 o a lo que representaban las exoneraciones hasta 
ahora vigentes, quisiera saber cómo sería sí CAMBADU no existiera con estos tres mil socios. ¿Cuál es el 
aporte que hace CAMBADU a la sociedad? Eso se preguntó. Yo creo que gran parte está ahí: los aportes, la 
legalidad con que operan sus socios. En CAMBADU no hay un socio que no actúe con total legalidad en 
cuanto a la seguridad social y a los impuestos nacionales y departamentales, pero también a las reglas de 
juego en el trabajo de sus funcionarios. 


Entonces, en primera instancia creo que si bien en un momento hubo exoneraciones que habrá que 
discriminar o no, pero no es un tema que me competa CAMBADU hace un aporte a la sociedad y ha venido 
haciéndolo a lo largo de ciento cincuenta años. Es una herramienta, un eslabón clave para que todo este 
sector de la sociedad esté operando en el marco de la legalidad y de la mejor forma posible. 


Por supuesto que CAMBADU aporta a la sociedad y, específicamente, a este sector a través de diversos 
mecanismos que sí son instructivos, culturales, de formación. Tenemos un sector de capacitación, otro de 
asesoramiento técnico para los comerciantes asociados a CAMBADU. ¿Cuántos funcionarios están asignados 
a esta actividad? Yo diría que todos; algunos específica y operativamente a la actividad cultural, pero es 
CAMBADU entero que está funcionando como una asociación gremial y con fines culturales en la medida en 
que, independientemente del apoyo y del sustento que el comerciante, el asociado a CAMBADU, consigue 
en su operativa diaria, nuestra institución está permanentemente haciendo un esfuerzo, a través de este 
mecanismo, para que este modelo de negocio, este que es típico de nuestra sociedad, prevalezca y se 
mantenga en el tiempo. Hay muchas amenazas, hay muchos elementos que juegan en contra de este sector 
del comercio todos lo sabemos; es lógico reconocerlo y la única manera de superarlos es a través de 
actividades de formación, de apoyo permanente, y de esfuerzos que no son lucrativos, que no generan 
ninguna rentabilidad para el comerciante, ni para CAMBADU. 


Nuestra institución está, con duros esfuerzos, en un punto de equilibrio y es imposible cargar al socio estos 
aportes patronales adicionales que representan US$ 50.000 al año. Es impensable porque, precisamente, lo 
que estamos haciendo día a día es establecer mecanismos para fomentar la cultura del comercio minorista, 
del boliche montevideano, con el formato de modelo de negocio que tiene y que sí es típicamente uruguayo, 
típicamente ciudadano. La única manera es a través de estas herramientas y constantemente estamos 
haciendo este esfuerzo; por eso, es impensable cargar al socio los costos adicionales. Estamos 
permanentemente procurando y buscando los mecanismos para seguir funcionando de la mejor forma 
posible, sin generar mayores costos al socio. 


Esos son los comentarios que quería hacer. Me pregunto si mantener el boliche montevideano, el almacén de 
Montevideo, no es mantener una cultura a nivel nacional, montevideano o ciudadano. 


SEÑORA CHARLONE.- Yo no soy abogada sino contadora. Comparto que son de interés y que se 
apoyen las actividades que CAMBADU realiza; todos las conocemos. 


Sí quiero relacionar algunos números que se han tirado acá en términos de una ecuación general. Considero 
que el sector comercial y de servicios quizás haya sido uno de los más beneficiados por la reforma tributaria, 
tanto por la rebaja del IRAE como de los aportes a la seguridad social. Voy a hacer un planteo para el caso 
específico del universo en que se maneja CAMBADU y en términos muy simples. Recién se preguntaba 
siguiendo la línea de razonamiento del señor Diputado Asti cuántos dependientes en promedio tienen los 
socios de CAMBADU. Se decía que tirando una cifra sin aproximación se podría hablar de tres dependientes, 
es decir, de unos diez mil en total. Entonces, si esta gente que estaba pagando un 12,5% de aportes pasó a una 
tasa del 7,5% les bajaron cinco puntos de aporte a la seguridad social por dependiente; estamos hablando de 
50.000 puntos básicos de rebaja a la seguridad social. Si CAMBADU tiene ochenta y ocho rentados que 
estaban en cero y pasan a aportar 7,5%, hay un incremento de 660 puntos básicos a la seguridad social. 
Considerando conjuntamente lo que tendría que pagar, el saldo neto me da una rebaja de 49.340 puntos 
básicos de aportes a la seguridad social para los asociados de CAMBADU, sin tomar en cuenta las rebajas 
que el sector tuvo por IRAE. 


Acá no estoy entrando en consideraciones de tipo social, ni en el análisis de la institución, si es cultural o no; 
no estoy entrando en el campo jurídico sino que estoy haciendo unas simples cuentas por los datos que se 
manejaron acá. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Creo que la señora Diputada confunde los términos. Debe de saber, porque 
supongo que habrá recorrido Montevideo, que hay bolichitos que no tienen para pagar la cuota mutual 
de los hijos. ¿Me entiende? No los puede meter en la bolsa con el que puede pagar y pagaba el 12,5%. 
Familiares hay un montón; son núcleos familiares, y también tenemos otro problema: que hoy 
alegremente se deja irrumpir a grandes superficies que los dejan en la calle sin saber hacer otra cosa. 


Acá venimos a hablar por CAMBADU institución, que es lo que nosotros representamos y morimos todos los 
día por ella. Yo personalmente me paso metido todo el día allí adentro y no me llevo nada. ¿Está claro? Esto 
es lo que vengo a decir y es lo que venimos a decir institucionalmente: nos pone muy tristes que tengamos 
que pagar US$ 50.000 por año, cuando a veces el que grita más fuerte se la lleva. Nosotros no gritamos; 
hablamos como es debido. Y yo quisiera saber qué pasaría también si esos 1.500 o 2.000 socios de 
CAMBADU que aportan, estuvieran en la ilegalidad. La obligación del Banco de Previsión Social y de la 
Dirección General Impositiva es meterlos en el trampero, no dejarlos libre como lo han hecho siempre y 
como hay ahora muchísimos todavía. ¿Cuántos aportaron? ¿A ver si no eran estos US$ 216:000.000? Y acá 
meto a la Cámara de Industrias y todo lo que quieran, a ver si el país, por quien nosotros trabajamos, no 
hubiera ganado plata. 


Venimos a hablar de lo nuestro seriamente, con el respeto de siempre, y yo creo que esos números no tienen 
nada que ver con esto. 


SEÑORA CHARLONE.- Quiero hacer una aclaración. 


Nosotros compartimos la sensibilidad que usted tiene por esos bolichitos; precisamente por eso fue que la 
reforma tributaria bajó los aportes patronales del 12,5% al 7,5% a los comercios, incluidos esos bolichitos. 
Por eso le decía que a la masa de asociados de CAMBADU se les rebajaron 50.000 puntos básicos de aporte 
a la seguridad social. Entiendo cómo puede afectar a CAMBADU, como institución, el incremento del 
aporte; yo estoy hablando de un nivel general de CAMBADU y sus socios donde los números cantan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación del Centro de Almaceneros 
Minoristas, Baristas, Autoservicistas y Afines del Uruguay. 


Se levanta la reunión. 


Carpeta N* 566 de 2005 
Carpeta N* 746 de 2005 


Carpeta N* 1934 de 2007 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


